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CONSULTA PÚBLICA PREVIA 

ANTEPROYECTO DE LEY POR EL QUE SE TRANSPONE LA DIRECTIVA (UE) 2025/2647 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 
CONSEJO, DE 16 DE DICIEMBRE DE 2025, POR LA QUE SE MODIFICA LA DIRECTIVA 2013/11/UE, RELATIVA A LA 

RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE LITIGIOS EN MATERIA DE CONSUMO, ASÍ COMO LAS DIRECTIVAS (UE) 2015/2302, (UE) 
2019/2161 Y (UE) 2020/1828 TRAS LA SUPRESIÓN DE LA PLATAFORMA EUROPEA DE RESOLUCIÓN DE LITIGIOS EN 

LÍNEA Y SE MODIFICA LA LEY 7/2017, DE 2 DE NOVIEMBRE, POR LA QUE SE INCORPORA AL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
ESPAÑOL LA DIRECTIVA 2013/11/UE, DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, DE 21 DE MAYO DE 2013, 

RELATIVA A LA RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE LITIGIOS EN MATERIA DE CONSUMO 

De conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación con el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, del Gobierno, con el objetivo de mejorar la participación de los ciudadanos en el procedimiento de 
elaboración de normas, con carácter previo a la elaboración del real decreto se sustanciará una consulta pública, a 
través del portal web de la Administración competente, en la que se recabará la opinión de los sujetos y de las 
organizaciones más representativas potencialmente afectados por la futura norma acerca de: 

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa. 

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. 

c) Los objetivos de la norma. 

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 

Los ciudadanos, organizaciones y asociaciones que así lo consideren, pueden hacer llegar sus opiniones sobre los 
aspectos planteados en este cuestionario, hasta el día 07 de julio de 2026 a través del siguiente buzón de correo 
electrónico: consultapublica@consumo.gob.es, con el asunto “CPP Transposición ADR”. 

En cumplimiento de lo anterior y de acuerdo con lo dispuesto en la Orden PRE/1590/2016, de 3 de octubre, por la 
que se publica el Acuerdo de Consejo de Ministros de 30 de septiembre de 2016, por el que se dictan instrucciones 
para habilitar la participación pública en el proceso de elaboración normativa a través de los portales web de los 
departamentos ministeriales, a continuación, se ofrece información sobre los siguientes aspectos: 

1) Antecedentes de la norma 

El artículo 51 de la Constitución Española insta a los poderes públicos a garantizar la defensa de los consumidores y 
usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, su seguridad, salud y sus legítimos intereses económicos. 
La resolución alternativa de litigios en materia de consumo constituye uno de los instrumentos fundamentales para 
dar cumplimiento a ese mandato constitucional, al ofrecer a los consumidores vías extrajudiciales de tutela efectiva y 
accesibles. 
 
A nivel europeo, la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo, tiene como fin  garantizar a los consumidores residentes en  
la Unión Europea el acceso a procedimientos alternativo o extrajudiciales para resolver litigios contractuales con 
comerciantes establecidos en la Unión, fijando requisitos mínimos para las entidades de resolución alternativa, para 
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las personas encargadas de la resolución de los conflictos y los procedimientos seguidos, atribuyendo a los Estados 
miembros funciones de supervisión y estableciendo obligaciones de información a cargo de los comerciantes. 
 
En el ordenamiento jurídico español, la Directiva 2013/11/UE fue incorporada mediante la Ley 7/2017, de 2 de 
noviembre, por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo.  
 
Complementariamente, el Reglamento (UE) 524/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 
sobre resolución de litigios en línea en materia de consumo, estableció la plataforma europea de resolución de litigios 
en línea (plataforma ODR) como mecanismo digital complementario al sistema de resolución alternativa, con el 
propósito de facilitar la resolución extrajudicial de litigios de consumo en el ámbito del comercio electrónico 
transfronterizo. 
 
Sin embargo, la evaluación de la aplicación de esta norma y de la hoy desaparecida plataforma europea de resolución 
de litigios en línea puso de manifiesto que el sistema solo alcanzaba una eficacia parcial. Si bien la cobertura formal 
de las entidades de resolución alternativa era amplia en la mayoría de los Estados miembros, el recurso efectivo a 
estos procedimientos por parte de consumidores y empresas se mantenía notablemente inferior al esperado en 
determinados sectores. Entre las causas identificadas se encontraban la escasa concienciación de consumidores y 
comerciantes, la falta de confianza en entidades no reguladas, la existencia de lagunas sectoriales, los costes 
percibidos como elevados, la disparidad de competencias entre entidades y las dificultades propias de los litigios 
transfronterizos. 
 
En este contexto, la plataforma ODR fue suprimida por el Reglamento (UE) 2024/3228 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 19 de diciembre de 2024, por el que se deroga el Reglamento (UE) nº 524/2013 y se modifican los 
Reglamentos (UE) 2017/2394 y (UE) 2018/1724 en lo que respecta a la supresión de la plataforma europea de 
resolución de litigios en línea. Con el fin de reordenar el marco institucional resultante de dicha supresión y de 
modernizar integralmente el régimen de resolución alternativa de litigios de consumo, adaptándolo a las exigencias 
de la economía digital, el Parlamento Europeo y el Consejo aprobaron la Directiva (UE) 2025/2647 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2025, por la que se modifica la Directiva 2013/11/UE, relativa a la 
resolución alternativa de litigios en materia de consumo, así como las Directivas (UE) 2015/2302, (UE) 2019/2161 y 
(UE) 2020/1828 tras la supresión de la plataforma europea de resolución de litigios en línea, publicada en el Diario 
Oficial de la Unión Europea el 30 de diciembre de 2025. 
 

Conforme al artículo 5 de la Directiva (UE) 2025/2647, los Estados miembros deben adoptar y publicar las 
disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a lo establecido en sus 
artículos 1 a 4 a más tardar el 20 de marzo de 2028, siendo de aplicación a partir del 20 de septiembre de 2028.  
 
2) Problemas que se pretenden solucionar con la norma 
 
La Directiva (UE) 2025/2647 parte del diagnóstico de que el marco normativo vigente en materia de resolución 
alternativa de litigios de consumo presentaba deficiencias estructurales que limitan su efectividad, su alcance y su 
adecuación a la realidad de los mercados actuales. La transposición de dicha Directiva tiene por objeto dar respuesta 
a los siguientes problemas concretos: 
 
En primer lugar, la inadecuación del ámbito de aplicación a la economía digital y al comercio transfronterizo. La 
normativa vigente no contemplaba de forma suficiente los litigios surgidos en contratos en los que el consumidor no 
abona un precio en dinero, sino que proporciona datos personales como contrapartida, ni los litigios derivados de la 
adquisición de contenidos y servicios digitales. Tampoco permitía, con carácter general, la participación en 
procedimientos de resolución alternativa de comerciantes establecidos fuera de la Unión Europea que dirijan sus 
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actividades a consumidores españoles, lo que generaba una laguna de protección en un contexto de expansión del 
comercio electrónico global. 
 
En segundo lugar, la escasa participación de los comerciantes en los procedimientos de resolución alternativa. La 
ausencia de una obligación formal de respuesta ante la invitación de una entidad de resolución alternativa permitía a 
los comerciantes ignorar estratégicamente el procedimiento, sin consecuencias definidas, lo que desincentivaba el 
recurso a estos mecanismos por parte de los consumidores y reducía la utilidad del sistema. 
 
En tercer lugar, la falta de garantías específicas en el uso de herramientas de inteligencia artificial y medios 
automatizados en la resolución de litigios. La progresiva incorporación de algoritmos y sistemas automatizados en los 
procedimientos de resolución alternativa planteaba riesgos de opacidad y falta de control humano que la normativa 
actual no regulaba de manera específica. 
 
En cuarto lugar, la ausencia de mecanismos para la gestión eficiente de litigios masivos. Cuando un mismo 
comportamiento empresarial afecta a un número elevado de consumidores, el sistema actual no disponía de 
instrumentos que permitan la acumulación y resolución conjunta de reclamaciones conexas, lo que generaba 
ineficiencias y desprotección. 
 
En quinto lugar, la desaparición de la plataforma ODR sin un mecanismo sustitutivo equivalente ha generado una 
discontinuidad en los sistemas de información y apoyo a consumidores y comerciantes para la localización de 
entidades de resolución alternativa competentes, en especial en el ámbito transfronterizo. La actual Ley 7/2017 y su 
normativa de desarrollo deben ser actualizadas para reflejar esta nueva realidad institucional y garantizar el correcto 
funcionamiento de los puntos de contacto nacionales y las redes de cooperación. 
 
En sexto lugar, resulta necesario actualizar las obligaciones de información que recaen sobre los comerciantes 
respecto de los mecanismos de resolución alternativa disponibles, adecuándolas al nuevo marco institucional 
derivado de la supresión de la plataforma ODR y a las exigencias de transparencia propias de los mercados digitales. 
 
3) Necesidad y oportunidad de su aprobación 
 
La transposición de la Directiva (UE) 2025/2647 constituye una obligación jurídica para España en virtud del Derecho 
de la Unión Europea. El artículo 5 de la Directiva establece el plazo máximo del 20 de marzo de 2028 para la adopción 
y publicación de las disposiciones necesarias, siendo de aplicación a partir del 20 de septiembre de 2028.  
 
Más allá de la estricta obligación de transposición, la aprobación de la norma responde a una necesidad objetiva de 
modernización del marco normativo español en materia de resolución alternativa de litigios de consumo. El escenario 
de las relaciones de consumo ha experimentado una transformación profunda en los últimos años, impulsada 
fundamentalmente por la digitalización de los mercados, la expansión del comercio electrónico, la irrupción de 
nuevos modelos de negocio basados en el tratamiento de datos personales y la proliferación de contenidos y 
servicios digitales. Estos cambios estructurales hacen necesario adaptar los mecanismos de resolución extrajudicial de 
litigios a una realidad que la normativa vigente, aprobada al amparo de la Directiva 2013/11/UE, no contemplaba en 
toda su dimensión. 
 
La supresión de la plataforma ODR el 20 de julio de 2025 ha generado, además, una necesidad inmediata de 
reorganización institucional del sistema de resolución alternativa de litigios en el ámbito de la Unión Europea. España 
debe adaptar su ordenamiento para garantizar que los consumidores y comerciantes dispongan de puntos de 
contacto e instrumentos de información eficaces que sustituyan las funciones que hasta entonces desempeñaba 
dicha plataforma. 
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Por todo ello, es necesario elaborar una Ley de transposición de la Directiva (UE) 2025/2647, a fin de garantizar tanto 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas del Derecho de la Unión como la efectiva protección de los 
consumidores españoles en un mercado cada vez más digital y globalizado.  
 
4) Objetivos de la norma 
 
La Ley de transposición de la Directiva (UE) 2025/2647 persigue los siguientes objetivos principales: 
 
Ampliar el ámbito de aplicación de los mecanismos de resolución alternativa de litigios de consumo para dar 
cobertura a los contratos en los que el consumidor proporciona datos personales como contrapartida, a los 
contenidos y servicios digitales, así como a los litigios de fase precontractual o posterior a la extinción del contrato, en 
los términos establecidos por la Directiva. 
 
Permitir la participación en procedimientos de resolución alternativa de comerciantes establecidos fuera de la Unión 
Europea que dirijan sus actividades a consumidores españoles, garantizando así una protección efectiva en el 
contexto del comercio electrónico global. 
 
Reforzar la participación de los comerciantes en los procedimientos de resolución alternativa mediante la 
introducción de una obligación de respuesta ante la invitación de una entidad de resolución alternativa competente, 
estableciendo las consecuencias jurídicas aplicables en caso de incumplimiento de acuerdo con las opciones previstas 
por la Directiva. 
 
Establecer salvaguardas específicas para el uso de medios automatizados en los procedimientos de resolución 
alternativa, garantizando el derecho de las partes a solicitar la revisión del resultado por una persona física y 
asegurando la transparencia del proceso. 
 
Introducir mecanismos de agrupación de asuntos que permitan a las entidades de resolución alternativa gestionar de 
forma eficiente las reclamaciones masivas derivadas de conductas empresariales que afecten a un número elevado 
de consumidores. 
 
Reorganizar el sistema institucional de apoyo a consumidores y comerciantes en materia de resolución alternativa de 
litigios, en particular mediante la actualización de las funciones de los puntos de contacto nacionales y de las redes de 
cooperación transfronteriza, sustituyendo las funciones que hasta el 20 de julio de 2025 desempeñaba la plataforma 
ODR. 
 
Actualizar las obligaciones de información de los comerciantes respecto de los procedimientos de resolución 
alternativa disponibles, adaptándolas al nuevo marco institucional y a las exigencias de transparencia de los mercados 
digitales. 
 
Garantizar la coherencia del ordenamiento jurídico español en materia de protección de consumidores, 
introduciendo las modificaciones necesarias en la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, y demás normativa 
complementaria, para incorporar las previsiones de la Directiva (UE) 2025/2647 con pleno respeto al principio de 
seguridad jurídica. 
 
5) Posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias 
 
La transposición de la Directiva (UE) 2025/2647 constituye, en sí misma, una obligación impuesta por el Derecho de la 
Unión Europea.  
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La opción regulatoria con rango de ley resulta la única adecuada por diversas razones. En primer lugar, la Directiva 
modifica una norma de transposición con rango de ley, la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por lo que sus 
modificaciones, en virtud del principio de jerarquía normativa, deben hacerse mediante una norma del mismo rango, 
una ley. Y, en segundo lugar, la incorporación de nuevas obligaciones para los comerciantes, la atribución de 
derechos a los consumidores y la regulación de aspectos procedimentales con efectos jurídicos vinculantes 
demandan cobertura legal suficiente.  
 
Por lo tanto, se concluye que la aprobación de una Ley de transposición es la única vía que permite dar cumplimiento 
pleno y efectivo a las obligaciones derivadas de la Directiva (UE) 2025/2647. 
 

 


